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zada, quedan fuera del alcance de la calificación registral, sin perjuicio 
de la responsabilidad, en su caso, del notario que prestara su interven-
ción sin la necesaria adecuación al ordenamiento jurídico, a él exigible.

Por otra parte, cuando el artículo 18 de la Ley Hipotecaria obliga a 
tomar en cuenta, en la calificación registral, «los asientos del registro», 
resulta claro que se refiere exclusivamente al Registro que está a cargo 
del propio funcionario calificador, no a otros Registros ajenos a su com-
petencia y a su responsabilidad, a los que no se extiende, por consi-
guiente, tampoco su calificación. La publicidad del Registro Mercantil no 
condiciona la inscribibilidad en el Registro de la Propiedad, como ha 
declarado en reiteradas ocasiones esta Dirección General (cfr., por todas, 
las Resoluciones de 17 de diciembre de 1997 y 3 de febrero de 2001).

Dentro del propio Registro a cargo del funcionario calificador, tam-
poco todos los datos contenidos en el mismo deben ser elementos condi-
cionantes de su calificación, sino sólo los que, en el folio de la finca objeto 
del derecho o acto cuya inscripción se pretende, como asientos vigentes, 
bajo la salvaguarda de los Tribunales, impidan algún otro que resulte 
incompatible. En este sentido, los datos sin trascendencia jurídico-real 
que no son objeto de publicidad registral y no están amparados, en conse-
cuencia, por el principio de legitimación registral –como ha indicado esta 
Dirección General en resolución de 6 de marzo de 2004– no son oponibles 
en la calificación registral.

No existiendo, por tanto, en el folio abierto a la finca objeto de la escri-
tura calificada, en el momento de su presentación en el Registro, ningún 
otro asiento anterior que impida su inscripción, la calificación de la escri-
tura presentada habrá de atenerse, pues, a lo que resulte de ella, a la hora 
de enjuiciar si la representación de la parte vendedora ha quedado o no 
debidamente acreditada. Esa representación se acredita, en el caso de la 
escritura calificada, de modo suficiente, a juicio del notario autorizante, 
mediante la exhibición por el representante de varios documentos autén-
ticos, quedando constancia de todo ello en la propia escritura. La tenencia 
por el representante del título representativo permite presumir, en princi-
pio, su vigencia. No hay, en este caso, elementos, patentes u omitidos, 
resultantes de la propia escritura de compraventa, contrarios a la presun-
ción de legalidad que su autorización comporta en cuanto a la representa-
ción de quien la otorga. Si hubo, no obstante, una previa pérdida de efica-
cia de la representación, ello no necesariamente debe trascender en 
perjuicio de los terceros que con ese representante, aunque sólo fuera 
aparente, hubiesen contratado de buena fe (artículo 1738 del Código 
civil). Esa buena fe cognoscitiva de la representación devenida ineficaz, 
como actitud intelectual referida en todo caso al momento de su ejercicio 
(y nunca, desde luego, a otro posterior, como el del acceso al registro del 
título otorgado o de otras pruebas o certificados contradictorios, pues 
«mala fides superveniens non nocet»), podrá ser cuestionable ante los 
tribunales, pero debe presumirse notarialmente y en la calificación regis-
tral, conforme a doctrina reiterada de esta Dirección General (Resolucio-
nes de 9 de abril, 3 de junio y 19 de julio de 2003, 2 de enero y 5 de marzo 
de 2005): el difícil problema de si el hecho de constar en el Registro Mer-
cantil alguna circunstancia o acto de la sociedad representada determi-
nante de la pérdida de eficacia de la representación, cuando el apoderado 
continuaba en posesión del título representativo al ejercitarlo, excluye o 
no la buena fe del apoderado o su contratante (incluso la diligencia exigi-
ble al notario autorizante de la escritura), modalizando o no la oponibili-
dad registral, es materia a resolver por los Tribunales de justicia, ponde-
radas las circunstancias del caso, pero ajena al presente recurso, dentro 
de cuyo reducido ámbito no cabe sino presumir la buena fe de los otor-
gantes, sin menoscabo de la correspondiente eficacia e inscribibilidad de 
la escritura, al no darse ni haberse omitido en ella nada que induzca a lo 
contrario, según lo que de la misma resulta, todo ello sin perjuicio de la 
posible revisión judicial (incluso en cuanto a la diligencia exigible, en su 
caso, al notario autorizante).

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto y 
revocar la calificación del Registrador, en los términos que resultan de los 
precedentes fundamentos de derecho.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su 
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello 
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipoteca-
ria.

Madrid, 10 de enero de 2006.–La Directora General, Pilar Blanco-Mora-
les Limones

Sr. Registrador de la Propiedad número 4 de Alcalá de Henares. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 2522 ORDEN EHA/4308/2005, de 21 de diciembre, por la que se 
publica el Acuerdo de Consejo de Ministros de 2 de diciembre 
de 2005, por el que se decide no oponerse a la operación de 
concentración económica consistente en la adquisición del 
control exclusivo sobre las sociedades Sig Comaco, SpA y Sig 
Manzini, SpA, por parte de Catelli Holding, SpA.

En cumplimiento del artículo 17 del Real Decreto 1443/2001, de 21 de 
diciembre, por el que se desarrolla la Ley 16/1989, de 17 de julio, de 
Defensa de la Competencia, en lo referente al control de las concentracio-
nes económicas, se dispone la publicación del Acuerdo de Consejo de 
Ministros de 2 de diciembre de 2005, por el que, conforme a lo dispuesto 
en la letra a) del apartado 1, del artículo 17 de la Ley 16/1989, de 17 de 
julio, de Defensa de la Competencia, se decide no oponerse a la operación 
de concentración económica consistente en la adquisición del control 
exclusivo sobre las sociedades Sig Comaco, SpA y Sig Manzini SpA, por 
parte de Catelli Holding SpA, que a continuación se relaciona:

Vista la notificación realizada al Servicio de Defensa de la Compe-
tencia con fecha 1 de julio de 2005, por parte de Catelli Holding SpA, 
según lo establecido en el artículo 15.1 de La Ley 16/1989, de 17 de 
julio, de Defensa de la competencia, referente al proyecto de opera-
ción de concentración económica consistente en la adquisición del 
control exclusivo, mediante la adquisición de la totalidad de su capital 
social, sobre las sociedades Sig Comaco SpA y Sig Manzini SpA por 
parte de la sociedad Catelli Holding SpA, notificación que dio lugar al 
expediente N-05059 Catelli/Comaco/Manzini del Servicio.

Resultando que por el Servicio de Defensa de la Competencia se pro-
cedió al estudio del mencionado expediente, elevando propuesta acom-
pañada de informe al Sr. Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro 
de Economía y Hacienda, quien, según lo dispuesto en el artículo 15 bis de 
la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, resolvió 
remitir el expediente al Tribunal de Defensa de la Competencia por enten-
der que de la operación podría resultar una posible obstaculización del 
mantenimiento de la competencia efectiva.

Resultando que el Tribunal de Defensa de la Competencia, tras el estu-
dio del mencionado expediente, ha emitido dictamen que ha sido tenido 
en cuenta por este Consejo en que, una vez estimados los efectos que la 
concentración podría causar sobre la competencia, ha considerado que 
no existen motivos para oponerse a dicha concentración.

Considerando que, según el artículo 17 de la Ley 16/1989, la competen-
cia para decidir sobre estas cuestiones corresponde al Gobierno a pro-
puesta del Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía 
y Hacienda.

Vista la normativa de aplicación,
El Consejo de Ministros, a propuesta del Vicepresidente Segundo del 

Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda, acuerda:

No oponerse a la operación de concentración consistente en la adqui-
sición de control exclusivo sobre las sociedades Sig Comaco SpA y Sig 
Manzini SpA por parte de la empresa Catelli Holding SpA, conforme a lo 
dispuesto en la letra a) del apartado 1, del artículo 17 de la Ley 16/1989, de 
17 de julio, de Defensa de la Competencia.

Lo que comunico a Vd. para su conocimiento y efectos.
Madrid, 21 de diciembre de 2005.

SOLBES MIRA 

 2523 RESOLUCIÓN de 1 de febrero de 2006, de la Dirección 
General del Tesoro y Política Financiera, por la que se 
retira a Morgan Stanley & Co. International LTD, la con-
dición de Creador de Mercado de Bonos y Obligaciones del 
Reino de España.

La Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 10 de febrero
de 1999, por la que se regula la figura de Creador de Mercado de Deuda 
Pública del Reino de España y la Resolución de la Dirección General del 
Tesoro y Política Financiera de 20 de julio de 2005, por la que se regulan 
los Creadores de Mercado de Deuda Publica del Reino de España, estable-
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cieron los derechos y obligaciones de los Creadores de Mercado y los 
criterios para el acceso y pérdida de dicha condición.

El artículo cuarto de la mencionada Resolución establece en su pun-
to b) que el Director General del Tesoro y Política Financiera puede deci-
dir que una entidad pierda esta condición cuando considere que la enti-
dad no mantiene un compromiso con el mercado de Deuda Pública 
española suficiente, de acuerdo con la evaluación desarrollada por esta 
Dirección General, o cuando haya incumplido sus obligaciones relativas a 
la cotización de valores.

La entidad Morgan Stanley & Co. International LTD no ha mantenido 
un compromiso con el mercado de Deuda Pública española y ha incum-
plido reiterada y consecutivamente las obligaciones relativas a la cotiza-
ción recogidas en el número 2 del apartado sexto de la mencionada 
Resolución de 20 de julio de 2005.

En virtud de lo anterior he dispuesto:

Retirar la condición de Creador de Mercado de Bonos y Obligaciones 
del Reino de España a «Morgan Stanley & Co. International LTD».

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, 
podrá interponerse recurso potestativo de reposición ante el Señor Minis-
tro de Economía y Hacienda en el plazo de un mes, a contar desde el día 
siguiente al de su notificación o bien, directamente, recurso contencioso-
administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Nacional en el plazo de dos meses a contar desde el día 
siguiente al de su notificación.

Disposición final.

La presente Resolución entrará en vigor al día siguiente de su publica-
ción en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 1 de febrero de 2006.–La Directora General, Soledad Núñez 
Ramos. 

 2524 RESOLUCIÓN de 27 de enero de 2006, de la Dirección 
General del Catastro, por la que se da publicidad al Con-
venio celebrado con la Diputación Provincial de Valencia.

Habiéndose suscrito entre la Dirección General del Catastro y la Dipu-
tación Provincial de Valencia un Convenio de colaboración en materia
de Gestión Catastral, procede la publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» de dicho Convenio, que figura como anexo de esta Resolución.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.
Madrid, 27 de enero de 2006.–El Director general, Jesús Salvador 

Miranda Hita.

ANEXO

Convenio entre la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupues-
tos (Direccion General del Catastro) y la Diputación Provincial de 

Valencia, de colaboración en materia de gestion catastral

Reunidos en la ciudad de Valencia, a 27 de enero del año dos mil seis.

De una parte: Don Jesús S. Miranda Hita, Director general del Catas-
tro, en ejercicio de las competencias que tiene delegadas por Resolución 
de la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos de 24 de septiem-
bre de 2004 («BOE» número 235, del 29).

De otra parte: Don Fernando Giner Giner, Presidente de la Diputación 
Provincial de Valencia, en uso de las facultades que le confiere el artícu-
lo 34 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen 
Local.

EXPONEN

Primero.–La Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régi-
men Local, establece en el artículo 7 que las competencias de las Entida-
des Locales son propias o atribuidas por dele gación, previendo el artícu-
lo 37.2 que la Administración del Estado podrá delegar en las Diputaciones 
Provinciales el ejerci cio de determinadas competencias.

Segundo.–El texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, establece en su 
artículo 4 que la formación y mantenimiento del Catastro Inmobiliario y la 
difusión de la información catastral es competencia exclusiva del Estado 
y se ejercerán por la Dirección General del Catastro, directamente o a 
través de las distintas fórmulas de colaboración que se establezcan con 
las diferentes Administraciones, Entidades y Corporaciones Públicas.

Por su parte, el Real Decreto 1552/2004, de 25 de junio, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Economía y 
Hacienda establece que la Dirección General del Catastro ejercerá las 
funciones relativas a la formación, mantenimiento, valoración y demás 
actuaciones inherentes al Catastro Inmobiliario.

Tercero.–El Real Decreto 1390/1990, de 2 de noviembre, sobre colabo-
ración de las Administra ciones Públicas en materia de gestión catastral y 
tributaria e inspección catastral, desarrolla, entre otras cuestiones, la 
colabora ción en la gestión del Catastro entre la Administración del 
Estado y las Entidades Locales, fijando el marco al que deben sujetarse 
los convenios que, sobre esta materia, se suscri ban, así como el régimen 
jurídico específico de los mismos.

Cuarto.–El artículo 16 del texto refundido de la Ley del Catastro Inmo-
biliario delimita los hechos, actos o negocios relativos a alteraciones 
catastrales de orden físico, jurídico y económico, concernientes a los 
bienes inmuebles, que serán objeto de declaración o comunicación.

Quinto.–La Diputación provincial de Valencia, en fecha 28 de julio
de 2005, solicitó a través de la Gerencia Regional del Catastro de Valencia, 
a la Dirección General del Catastro, la formaliza ción del presente Conve-
nio de colaboración en sustitución de los actualmente vigentes firmados 
entre las mismas Administraciones intervinientes con fechas 26 de marzo 
de 1998 y 4 de febrero de 2000, que quedarán sin efecto a partir del día en 
que se firme el presente Convenio de colaboración.

Sexto.–El Consejo Territorial de la Propiedad Inmobilia ria de Valencia, 
en sesión celebrada el 4 de noviembre de 2005, informó favora blemente la 
suscripción del presente Convenio, en virtud de lo establecido en el ar-
tículo 7 del Real Decreto 1390/1990, de 2 de noviembre.

Séptimo.–La Diputación provincial, en sesión plenaria, de fecha 19 de 
julio de 2005, acordó la aceptación de las funciones que son objeto de 
delegación en este Convenio, a tenor de lo dispuesto en el artículo 27.3 de 
la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Octavo.–La Comunidad Autónoma Valenciana ha informado favora-
blemente la delegación de funciones a que se refiere el presente Conve-
nio, conforme a lo preveni do en el artículo 27.3 de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril.

En consecuencia, las Administraciones intervinientes proceden a la 
formalización del presente Convenio de acuerdo con las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto del Convenio.–Es objeto del presente Convenio
la colaboración entre la Dirección General del Catastro, a través de la 
Gerencia Regional del Catastro de Valencia (en adelante, Gerencia),
y la Diputación provincial de Valencia (en adelante, Diputación) para el 
ejercicio de las funciones de gestión catastral cuyo contenido y régimen 
jurídico figuran especificados en las cláusulas siguientes y que afecten a 
los bienes inmuebles urbanos ubicados en los municipios de la provincia 
de Valencia que tengan delegadas sus facultades de gestión tributaria del 
Impuesto sobre Bienes Inmuebles a favor de la Diputación Provincial 
(Anexo I de este documento, actualizado según contempla la Cláusula 
Decimoquinta del presente Convenio), todo ello sin perjuicio de la titula-
ridad de las competencias que, en la materia objeto del Convenio, corres-
ponden a la Dirección General del Catastro.

Segunda. Tramitación de los expedientes de transmisiones de 
dominio.–Se delegan las funciones de tramitación y aprobación de los 
expedientes de alteraciones catastrales de orden jurídico –transmisiones 
de dominio– que se formalicen en el Modelo 901 aprobado por Orden del 
Ministerio de Economía y Hacienda, de fecha 10 de febrero de 1999 
(«BOE» número 43, del 19), o en el modelo que se pudiera establecer en 
su sustitución, siempre que la transmisión de dominio no se haya formali-
zado en escritura pública o solicitado su inscripción en el Registro de la 
Propiedad en el plazo de dos meses desde el acto o negocio de que se trate 
y no se haya dado cumplimiento a la obligación establecida en el artícu-
lo 40 del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario.

En aplicación de lo dispuesto en el artículo 77.7 del texto refundido de 
la Ley reguladora de las Haciendas Locales, la Diputación provincial trami-
tará y aprobará las rectificaciones de titularidad catastral que se produz-
can como consecuencia de la acreditación de la no coincidencia del sujeto 
pasivo del impuesto sobre Bienes Inmuebles con el titular catastral.

Dicha delegación comprenderá las siguientes actuaciones:

a) Recepción de la documentación y asistencia al contribuyente en 
la cumplimentación de las declaraciones de alteraciones catastrales con-
cernientes a bienes inmuebles urbanos (Modelo 901), salvo en aquellos 
supuestos en que se hayan cumplido las formalidades establecidas en el 
artículo 14.a) del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, en 
cuyo caso, la Diputación provincial deberá advertir al interesado de que 
no tiene obligación de presentar dicha declaración.


